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ACTA Nº 30-12
Sesión celebrada el 03 de setiembre de 2012
Acta de la sesión ordinaria treinta de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con treinta minutos del tres de setiembre del dos mil doce.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente; Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Lic. Álvaro Sánchez González, Prosecretario; M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero; Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I; Licda. Nazira Merayo Arias, Vocal II; M.Sc. Juan Carlos Brenes Vargas, Vocal III; M.Sc. María Cristina Gómez Fonseca, Vocal IV; M.Sc. Eduardo Calderón Odio, Vocal V.
Miembros ausentes con justificación: Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria;  Licda. Rocío Leiva Trejos, Fiscal.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén. Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 30-12, del 03 de setiembre de 2012.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,             2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 29-2012, del 20 de agosto de 2012; 4.- Correspondencia,  5.- Informe de Presidencia, 6.-Informe de Aranceles 7.- Informe de Directores y Directoras,  8.-Informe de la Dirección Ejecutiva, 9-Asuntos Breves de Fiscalía. 
SE ACUERDA 2012-30-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el          Dr. Gary Amador Badilla. Ocho votos. 
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 29-12, DEL 20 DE AGOSTO DEL 2012.
Revisada el acta 29-12 del 20 de agosto del 2012 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2012-30-002 Aprobar el acta 29-12 celebrada el 20 de agosto del 2012, con las observaciones realizadas por los señores Directores y Directoras. Ocho votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 
ARTICULO 4)  CORRESPONDENCIA.
1. Nota DE-ISV-014-2012, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, mediante la cual indica que realizados los respectivos estudios, en los Departamentos de Contabilidad se encuentra al día en el pago de las cuotas de Colegiatura y en Fiscalía, no tiene suspensiones ni procesos pendientes, por lo que recomienda aceptar la suspensión voluntaria del la Lic. Mauricio A. Granados Chacón, carné 5905. Se aporta carné. 

SE ACUERDA 2012-30-003 Aceptar la suspensión voluntaria del Lic. Mauricio A. Granados Chacón, carné 5905.  A partir de la firmeza del presente acuerdo. Se le indica al interesado, que de acuerdo con el Régimen de Seguridad Social de este Colegio, el cese en el pago de cuotas, implica perder los derechos adquiridos en la póliza de vida. Ocho votos. Responsable: Interesado, Departamento de Contabilidad y Archivo Central.

2. Oficio JA-C-044-12, suscrito por el MSc. Edgar Castrillo Brenes, Coodinador Junta Administradora, mediante la cual presenta acuerdos tomados por la Junta Administradora en la sesión ordinaria 25-2012 del 16 de agosto de 2012, que dicen textualmente: 

a) Se acuerda 2012-25-004: Con respecto al cuadro de posibles alianzas se aprueba lo siguiente:…. b) Hotel Spa Poco a Poco (Hotel de Montaña) los descuentos y las instalaciones les parece adecuados, por lo que se aprueba la firma de la alianza comercial. c) Monteverde Country Lodge (Hotel de Montaña tipo albergue) los descuentos y las instalaciones les parece adecuados, por lo que se aprueba la firma de la alianza comercial. Acuerdo firme. Elevar a Junta Directiva. 

SE ACUERDA 2012-30-004 Autorizar al señor Presidente a firmar el convenio para la alianza comercial con Hotel Spa Poco a Poco (Hotel de Montaña) y Monteverde Country Lodge (Hotel de Montaña tipo albergue). Lo anterior en beneficio de los agremiados y agremiadas del Colegio. Ocho votos. Responsable: Presidencia. Encargado de Mercadeo. Departamento Legal. 

b) Se acuerda 2012-25-008: Con respecto a la nota presentada por el Ing. Leandro Encargado del Departamento de Tecnologías Informática, sobre la empresa American Data y correspondiente a la explicación que hace él, se aprueba la alianza comercial con American Data. Acuerdo firme. Elevar a Junta Directiva.

SE ACUERDA 2012-30-005 Autorizar al señor Presidente a firmar el convenio para la alianza comercial con American Data. Lo anterior en beneficio de los agremiados y agremiadas del Colegio. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Encargado de Mercadeo. Departamento Legal. 

3. Oficio 7724-12, suscrito por la Sra. Catalina Conejo Valverde, Prosecretaria General, Corte Suprema de Justicia, mediante el cual con respecto al acuerdo de Junta: “2012-24-020 Externar cordial agradecimiento al Consejo Superior del Poder Judicial, por la importante capacitación ofrecida a funcionarios del Colegio de Abogados y Abogadas, en el taller sobre el Sistema de Valoración del Riesgo (SIVRI), impartida por la Unidad de Control Interno del Poder Judicial. Asimismo externar un reconocimiento a los capacitadores por el profesionalismo y responsabilidad con que impartieron el taller. Ocho votos. Responsable: Secretaría-Comunicación”. Se acordó: Tomar nota del acuerdo adoptado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y hacerlo de conocimiento de la Unidad de Control Interno”.

Al respecto se toma nota.
Al ser las dieciocho horas con treinta y nueve horas ingresa el MSc. Juan Carlos Brenes Vargas.

4. Oficio CDCM-001-2012, suscrito por el Dr. William Molinari Vílchez, Coordinador Comisión Derecho Mercantil, mediante el cual en atención al acuerdo 2011-40-15, adjunta el criterio del Proyecto de Código Procesal Civil, texto sustitutivo del proyecto 15.979. 

Al respecto se toma nota, por cuanto la Subcomisión encargada del análisis de dicho proyecto, presentó una compilación de las observaciones hechas por las Comisiones de Bufetes, de Notariado y Civil, del Colegio de Abogados.
El Dr. Gary Amador Badilla, indica que la Subcomisión nombrada para el análisis de dicho documento, envió a los señores Directores y Directoras, sugerencias sobre el proyecto, por lo que lo somete a consideración. 
“En términos generales hay aceptación al Proyecto propuesto, con las siguientes aclaraciones y sugerencias:

Artículo 4.2. Se recomienda eliminar, la frase final que indica: ", sin perjuicio de las responsabilidades disciplinarias, penales y civiles que correspondan". Se estima innecesario porque se trata de normativa sustantiva y esas posibles responsabilidades podrán ejercerse por otros medios, si procedieren, aparte de que tal redacción podría constituirse en impedimento para la adecuada defensa de las partes de un proceso civil. Artículo 6. Se recomienda eliminar del párrafo primero, la siguiente parte: “y condenará al responsable al pago de los daños y perjuicios que hubiere ocasionado, los que se liquidarán en etapa de ejecución. El abogado será solidariamente responsable con su cliente, en la medida de su participación.” Igualmente se sugiere eliminar del párrafo segundo la siguiente parte: “y condenará a los sujetos activos al pago de los daños y perjuicios, los cuales se podrán cuantificar en etapa de ejecución. Además se podrá imponer a las partes y a sus abogados, las sanciones que correspondan conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de remitir el asunto al Colegio de Abogados y al Ministerio Público.” Al mismo tiempo se suprima la palabra “rechazando” y sustituirla por las palabras “que rechace”. El fundamento del desacuerdo estriban en que lo destacado del primer párrafo atenta contra el debido proceso constitucional al permitirle a los jueces sorprender a la parte o sus abogados con condenas resarcitorias sin que la pretensión del proceso haya sido responsabilidad civil por abuso procesal. Además esa previsión resulta innecesaria, porque se trata de normativa de Derecho de fondo que ya existe en el ordenamiento jurídico sobre responsabilidad civil. Las responsabilidades por daños y perjuicios que prevé la redacción de esa norma, deben ser dilucidadas en procesos plenarios de conocimiento autónomos al proceso civil donde eventualmente se cometa un abuso procesal.  Las responsabilidades penales y disciplinarias ya ostentan regulación vigente de derecho sustantivo, de ahí que sea inconducente regular el tema en un Código de Derecho Procesal Civil. Artículo 20.2: Del párrafo primero se recomienda mantener únicamente lo que sigue: “Las partes deberán nombrar un abogado director judicial.” En consecuencia, que se elimine el texto restante de ese primer párrafo. La norma atenta contra el derecho del cliente a escoger el abogado que mejor pueda representar sus intereses en las audiencias. El cliente hace una contratación personalísima por cada cualidad y conocimiento del abogado. La norma, propicia el encarecimiento de los costos de litigar de los profesionales en Derecho y de los usuarios de la justicia. Son muchos los profesionales en Derecho que trabajan solos y tendrían la obligación de compartir sus honorarios. La dinámica propia del ejercicio profesional del Derecho, impide en términos reales, que los abogados ajenos al proceso, en calidad de suplentes, conozcan en detalle los procesos civiles como lo conocen los directores titulares, lo que atenta en términos prácticos contra el ejercicio efectivo de un derecho de defensa eficiente. El Tribunal debe hacer el señalamiento con suficiente antelación. Se propone como solución que cuando llegue un segundo señalamiento que interfiera con otro anterior, el abogado lo informe dentro del término de tres días para que el Despacho lo modifique. Lo que prevalece es la primera notificación que llegue. Así opera en otras materias en que se ha implementado la oralidad, como la penal. Asimismo, deben seguir vigentes las reglas de suspensión por enfermedad del abogado que le impida atender la audiencia. La anterior filosofía parece estar inmersa en el texto del mismo artículo 50.3. Se deben revisar también las normas 20.2, 35.1, 9 y 50. 2.1. Artículo 25.4. Tema de la revisión de los expedientes por parte de los asistentes. Actualmente los asistentes no pueden revisar expedientes del abogado no director, aún con autorización de su jefe. Los procesos civiles deben ser revisados por cualquier asistente con autorización de un abogado, aunque no sea el director. Puede ser que se está auditando el caso, o bien que el nuevo colega vaya a tomar la dirección del caso, o que éste interese para otro proceso, o que sea necesario participar en un remate, etc. Artículo 30.5. párrafo primero. Se estima no deben existir plazos de veinticuatro horas, y deben unificarse los plazos, siendo el de tres días muy razonable. En adición, un plazo tan corto nada le aporta al proceso, pues es sabido que el juez no resuelve en ese mismo plazo, de veinticuatro horas. Parte de la simplificación de un proceso está en la uniformidad de los plazos. Igual comentario merecen los artículos 14.5, 30,5, 58.3 y 13, que mencionan plazos de veinticuatro horas. Artículo 44.6.- Apreciamos discrepancia con el artículo 173 del Código de Comercio en cuanto a las posibilidades de los socios para pedir rendición de cuentas. El dueño del diez por ciento del capital no puede pedir en la asamblea una rendición de cuentas pero se le estaría permitiendo hacerlo por medio de prueba anticipada. Así se estaría regulando en un instrumento procesal normas sustantivas de gran trascendencia jurídica. Artículo 57. Se refiere a la deserción ahora denominada caducidad del proceso. La deserción de oficio debe eliminarse. Los Juzgados tardan meses a veces en resolver o dar curso a una demanda, y se extravían documentos con frecuencia; los notificadores devuelven las comisiones sin gestionar y botan las copias que iban adjuntas a las comisiones y los jueces vuelven a pedir copiar y todo se vuelve un atasco interminable. Precisamente a veces una prevención de aportar copias para notificar retrasa el proceso, y le da ventaja al deudor o demandado (en caso de otros procesos ajenos al cobro). Artículo 62. Cuestionamos que del recurso de revocatoria se confiera audiencia a la parte contraria solo si el asunto es complejo. Se estima equitativo dar audiencia a las partes, en todos los casos. Artículo 66.3 Si la resolución tiene revocatoria con apelación conjunta y solo se opone el de apelación se rechaza por no haber sido entablado en forma concomitante. Consideramos inapropiada esa propuesta, porque en determinados casos, a la parte solo le interesa solicitar al juez que dicta la resolución su rectificación, y no desea plantear recurso vertical. Esos controles otorgados al juez sobre la forma de litigar de las partes, pueden conllevar a graves consecuencias. Artículo 67.3 Se refiere a los autos apelables. La limitación del recurso de apelación tratándose de incidentes o aspectos de menor cuantía, pareciera inconstitucional, pues por una razón meramente económica se limita el acceso a una segunda instancia y por ende el derecho de defensa del abogado litigante a su cliente. Artículo 73.1.- Incluye dentro de las costas, -que entendemos son las personales, porque la norma es imprecisa-, el tiempo incluido por las partes en asistir a los actos procesales. En buena doctrina, los honorarios de abogado, acordados mediante Decreto Ejecutivo según la materia y la clase de proceso, comprenden ese componente, con lo que la propuesta, de convertirse en ley, vendría a encarecer los procesos, en detrimento del acceso a la Justicia. Artículo 76.3. Dice que los clientes pueden dirigirse a los abogados para que rindan cuentas o por responsabilidad profesional, que implica daños y perjuicios, por la simple vía incidental y dentro del mismo expediente principal. Nos oponemos a que sea por la vía incidental porque es inconveniente que el tema de responsabilidad profesional del abogado sea dirimido por el mismo juez que ha atendido el caso, por temas de conflicto de interés. Artículo 77.- Se considera necesario eliminar la última frase `”bajo su responsabilidad” pues la aplicación de medidas cautelares, de admitirse la solicitud, serían por disposición del tribunal. Artículo 79 párrafo segundo. No se comparte el instituir potestades a los juzgadores, consideradas en la categoría de "números abiertos o disposiciones indeterminadas". Refiere esa norma a "largo tiempo". ¿Qué es largo tiempo, cómo, cuándo y quién determina qué se debe entender por ello? Artículo 80 párrafo segundo. La norma es imprecisa en relación a qué se entiende por procesos de "interés social". Artículo 83. Se considera oscura e indeterminada la frase: "siempre que no proceda la caducidad del proceso". Artículo 103. 1. Inicio y plazo para contestar la demanda y reconvención. Si la demanda cumple los requisitos legales, se emplazará a la parte demandada con las prevenciones que sean pertinentes. Para la contestación y reconvención, el tribunal dará un plazo perentorio de quince días. Tratándose de demandados domiciliados en el extranjero que no cuenten con apoderado en Costa Rica, el plazo para contestar la demanda será de un mes. Se sugiere que el emplazamiento sea de un mes si la parte demandada está domiciliada en el país y de un mes y quince días si está en el extranjero. Artículo 105.3. Se sugiere adicionar, "o mediante el valor otorgado por la Municipalidad", en razón de las competencias establecidas en la Ley de Impuesto Territorial”.
SE ACUERDA 2012-30-006 Aprobar que se envíe a la Asamblea Legislativa, el pronunciamiento sobre el análisis realizado al Proyecto de Código Procesal Civil, texto sustitutivo del proyecto 15.979: “En términos generales hay aceptación al Proyecto propuesto, con las siguientes aclaraciones y sugerencias: Artículo 4.2. Se recomienda eliminar, la frase final que indica: ", sin perjuicio de las responsabilidades disciplinarias, penales y civiles que correspondan". Se estima innecesario porque se trata de normativa sustantiva y esas posibles responsabilidades podrán ejercerse por otros medios, si procedieren, aparte de que tal redacción podría constituirse en impedimento para la adecuada defensa de las partes de un proceso civil. Artículo 6. Se recomienda eliminar del párrafo primero, la siguiente parte: “y condenará al responsable al pago de los daños y perjuicios que hubiere ocasionado, los que se liquidarán en etapa de ejecución. El abogado será solidariamente responsable con su cliente, en la medida de su participación.” Igualmente se sugiere eliminar del párrafo segundo la siguiente parte: “y condenará a los sujetos activos al pago de los daños y perjuicios, los cuales se podrán cuantificar en etapa de ejecución. Además se podrá imponer a las partes y a sus abogados, las sanciones que correspondan conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de remitir el asunto al Colegio de Abogados y al Ministerio Público.” Al mismo tiempo se suprima la palabra “rechazando” y sustituirla por las palabras “que rechace”. El fundamento del desacuerdo estriban en que lo destacado del primer párrafo atenta contra el debido proceso constitucional al permitirle a los jueces sorprender a la parte o sus abogados con condenas resarcitorias sin que la pretensión del proceso haya sido responsabilidad civil por abuso procesal. Además esa previsión resulta innecesaria, porque se trata de normativa de Derecho de fondo que ya existe en el ordenamiento jurídico sobre responsabilidad civil. Las responsabilidades por daños y perjuicios que prevé la redacción de esa norma, deben ser dilucidadas en procesos plenarios de conocimiento autónomos al proceso civil donde eventualmente se cometa un abuso procesal.  Las responsabilidades penales y disciplinarias ya ostentan regulación vigente de derecho sustantivo, de ahí que sea inconducente regular el tema en un Código de Derecho Procesal Civil. Artículo 20.2: Del párrafo primero se recomienda mantener únicamente lo que sigue: “Las partes deberán nombrar un abogado director judicial.” En consecuencia, que se elimine el texto restante de ese primer párrafo. La norma atenta contra el derecho del cliente a escoger el abogado que mejor pueda representar sus intereses en las audiencias. El cliente hace una contratación personalísima por cada cualidad y conocimiento del abogado. La norma, propicia el encarecimiento de los costos de litigar de los profesionales en Derecho y de los usuarios de la justicia. Son muchos los profesionales en Derecho que trabajan solos y tendrían la obligación de compartir sus honorarios. La dinámica propia del ejercicio profesional del Derecho, impide en términos reales, que los abogados ajenos al proceso, en calidad de suplentes, conozcan en detalle los procesos civiles como lo conocen los directores titulares, lo que atenta en términos prácticos contra el ejercicio efectivo de un derecho de defensa eficiente. El Tribunal debe hacer el señalamiento con suficiente antelación. Se propone como solución que cuando llegue un segundo señalamiento que interfiera con otro anterior, el abogado lo informe dentro del término de tres días para que el Despacho lo modifique. Lo que prevalece es la primera notificación que llegue. Así opera en otras materias en que se ha implementado la oralidad, como la penal. Asimismo, deben seguir vigentes las reglas de suspensión por enfermedad del abogado que le impida atender la audiencia. La anterior filosofía parece estar inmersa en el texto del mismo artículo 50.3. Se deben revisar también las normas 20.2, 35.1, 9 y 50. 2.1. Artículo 25.4. Tema de la revisión de los expedientes por parte de los asistentes. Actualmente los asistentes no pueden revisar expedientes del abogado no director, aún con autorización de su jefe. Los procesos civiles deben ser revisados por cualquier asistente con autorización de un abogado, aunque no sea el director. Puede ser que se está auditando el caso, o bien que el nuevo colega vaya a tomar la dirección del caso, o que éste interese para otro proceso, o que sea necesario participar en un remate, etc. Artículo 30.5. párrafo primero. Se estima no deben existir plazos de veinticuatro horas, y deben unificarse los plazos, siendo el de tres días muy razonable. En adición, un plazo tan corto nada le aporta al proceso, pues es sabido que el juez no resuelve en ese mismo plazo, de veinticuatro horas. Parte de la simplificación de un proceso está en la uniformidad de los plazos. Igual comentario merecen los artículos 14.5, 30,5, 58.3 y 13, que mencionan plazos de veinticuatro horas. Artículo 44.6.- Apreciamos discrepancia con el artículo 173 del Código de Comercio en cuanto a las posibilidades de los socios para pedir rendición de cuentas. El dueño del diez por ciento del capital no puede pedir en la asamblea una rendición de cuentas pero se le estaría permitiendo hacerlo por medio de prueba anticipada. Así se estaría regulando en un instrumento procesal normas sustantivas de gran trascendencia jurídica. Artículo 57. Se refiere a la deserción ahora denominada caducidad del proceso. La deserción de oficio debe eliminarse. Los Juzgados tardan meses a veces en resolver o dar curso a una demanda, y se extravían documentos con frecuencia; los notificadores devuelven las comisiones sin gestionar y botan las copias que iban adjuntas a las comisiones y los jueces vuelven a pedir copiar y todo se vuelve un atasco interminable. Precisamente a veces una prevención de aportar copias para notificar retrasa el proceso, y le da ventaja al deudor o demandado (en caso de otros procesos ajenos al cobro). Artículo 62. Cuestionamos que del recurso de revocatoria se confiera audiencia a la parte contraria solo si el asunto es complejo. Se estima equitativo dar audiencia a las partes, en todos los casos. Artículo 66.3 Si la resolución tiene revocatoria con apelación conjunta y solo se opone el de apelación se rechaza por no haber sido entablado en forma concomitante. Consideramos inapropiada esa propuesta, porque en determinados casos, a la parte solo le interesa solicitar al juez que dicta la resolución su rectificación, y no desea plantear recurso vertical. Esos controles otorgados al juez sobre la forma de litigar de las partes, pueden conllevar a graves consecuencias. Artículo 67.3 Se refiere a los autos apelables. La limitación del recurso de apelación tratándose de incidentes o aspectos de menor cuantía, pareciera inconstitucional, pues por una razón meramente económica se limita el acceso a una segunda instancia y por ende el derecho de defensa del abogado litigante a su cliente. Artículo 73.1.- Incluye dentro de las costas, -que entendemos son las personales, porque la norma es imprecisa-, el tiempo incluido por las partes en asistir a los actos procesales. En buena doctrina, los honorarios de abogado, acordados mediante Decreto Ejecutivo según la materia y la clase de proceso, comprenden ese componente, con lo que la propuesta, de convertirse en ley, vendría a encarecer los procesos, en detrimento del acceso a la Justicia. Artículo 76.3. Dice que los clientes pueden dirigirse a los abogados para que rindan cuentas o por responsabilidad profesional, que implica daños y perjuicios, por la simple vía incidental y dentro del mismo expediente principal. Nos oponemos a que sea por la vía incidental porque es inconveniente que el tema de responsabilidad profesional del abogado sea dirimido por el mismo juez que ha atendido el caso, por temas de conflicto de interés. Artículo 77.- Se considera necesario eliminar la última frase `”bajo su responsabilidad” pues la aplicación de medidas cautelares, de admitirse la solicitud, serían por disposición del tribunal. Artículo 79 párrafo segundo. No se comparte el instituir potestades a los juzgadores, consideradas en la categoría de "números abiertos o disposiciones indeterminadas". Refiere esa norma a "largo tiempo". ¿Qué es largo tiempo, cómo, cuándo y quién determina qué se debe entender por ello? Artículo 80 párrafo segundo. La norma es imprecisa en relación a qué se entiende por procesos de "interés social". Artículo 83. Se considera oscura e indeterminada la frase: "siempre que no proceda la caducidad del proceso". Artículo 103. 1. Inicio y plazo para contestar la demanda y reconvención. Si la demanda cumple los requisitos legales, se emplazará a la parte demandada con las prevenciones que sean pertinentes. Para la contestación y reconvención, el tribunal dará un plazo perentorio de quince días. Tratándose de demandados domiciliados en el extranjero que no cuenten con apoderado en Costa Rica, el plazo para contestar la demanda será de un mes. Se sugiere que el emplazamiento sea de un mes si la parte demandada está domiciliada en el país y de un mes y quince días si está en el extranjero. Artículo 105.3. Se sugiere adicionar, "o mediante el valor otorgado por la Municipalidad", en razón de las competencias establecidas en la Ley de Impuesto Territorial”. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaria-Comunicar.
5. Oficio JA-C-046-12, suscrita por el MSc. Edgar Castrillo Brenes, Coordinador Junta Administradora mediante la cual transcribe acuerdo tomado por la Junta Administradora en la sesión ordinaria 26-2012 del 23 de agosto de 2012, que dicen textualmente: “Se acuerda 2012-26-006: Con respecto a las posibles alianzas comerciales, se aprueba lo siguiente: EQUILIBRIUM SPA: Se aprueba la alianza comercial, dado que a la Junta Administradora les parece adecuada.  EXTREMO MONTEVERDE CANOPY S. A.: Se aprueba la alianza comercial, dado que a la Junta Administradora les parece conveniente. EXPLORADORES OUTDOORS S .A.: Se aprueba la alianza comercial, dado que a la Junta Administradora les parece adecuada. SAFIRE G&P: Se aprueba la alianza comercial, dado que a la Junta Administradora les parece adecuada. LA PIEDAD: Se aprueba la alianza comercial, dado que a la Junta Administradora les parece adecuada. Elevar a Junta Directiva y realizar los trámites correspondientes para firma de dicho convenio”.

SE ACUERDA 2012-30-007 Autorizar al señor Presidente a firmar el convenio para la alianza comercial con Equilibrium Spa, Extremo Monteverde Canopy S. A, Exploradores Outdoors S .A, Safire G&P, La Piedad. Lo anterior en beneficio de los agremiados y agremiadas del Colegio. Nueve votos. Responsable: Presidencia. Encargado de Mercadeo. Departamento Legal. 

6. Nota DFyP-077-2012, suscrita por la Licda. Mayela Guillén Garro, Directora de Finanzas y Presupuesto, por medio de la cual adjunta en cumplimiento al acuerdo al acuerdo 2012-21-003, sobre los resultados de la Auditoria Externa, para el periodo terminado al 31 de diciembre del 2011, el cuadro de las recomendaciones, con el avance realizado, en el entendido que el seguimiento continúa por ser de aplicación permanente.
Al respecto se toma nota. 
7. Criterio de la Comisión de Asuntos Tributarios, sobre la facturación electrónica a profesionales. Adicionalmente se solicitó el criterio de la Sra. Cristina Sansonetti, quien posee experiencia académica y profesional en este campo concretamente. Con base en la propuesta de Resolución remitida por la AT lo que pretende es  obligar a todas aquellas personas que briden sus servicios como prestador independiente o por medio de una persona jurídica, a utilizar como sistema de facturación, la facturación electrónica. 

“Dentro de los aspectos que llaman la atención de la Resolución, destacan:

1. Es importante revisar con detalle la definición o conceptualización de quiénes se consideran profesionales liberales,  aquellos que realicen sus labores agremiados a un Colegio Profesional a pesar que  el prestatario no esté agremiado.  Esta definición podría derivar en cuestionamientos, dado que puede dar pie a que ciertos servicios no se encuentren afectos a la obligatoriedad en la aplicación de la interpretación de esta resolución.  

2. La Sala Constitucional ha avalado el uso de las tecnologías para la mejora en los procesos de fiscalización y recaudación, en la medida que no derive en un aumento de costo para los contribuyentes. (Voto 13880-11) Además, los profesionales liberales no serían los primeros en ser obligados, pues primero fueron los grandes contribuyentes, luego con los formularios de información como el D.151, y más recientemente con el impuesto de ventas.

3. La obligatoriedad en el uso del sistema de facturación electrónica para los profesionales liberales aplicará sin ninguna distinción o restricción del Área donde se desarrolle la actividad. Esto implica que la Resolución sometida a consideración, pretende aplicar para todos aquellos profesionales que briden sus servicios en CR sin tomar en consideración el acceso o las facilidades de acceso que puedan tener los prestatarios de los servicios. Es decir, si bien se incluye de manera muy genérica que la AT habilitará una herramienta de facturación electrónica para quienes no puedan adquirir su propio sistema o subcontratarlo con un proveedor, consideramos que la implementación del uso de la factura electrónica requiere una implementación mayor. Se requiere acceso a una computadora y la adquisición de una firma digital para la firma de la factura (cuyo costo asciende aproximadamente a $40). 

En este sentido, en caso que se pueda demostrar que el uso de facturación electrónica deriva en un costo económico adicional para los contribuyentes puede valorarse la conveniencia de presentar un recurso o un acción de inconstitucionalidad en contra de la Resolución  que se emita. En definitiva, la obligatoriedad del uso de la facturación electrónica debería exigirse solamente en el escenario que la herramienta que ponga a disposición la AT sea adecuado y que permita a los contribuyentes cumplir de manera adecuada y sin un costo mayor, la resolución que se emita. Por tal razón, es recomendable revisar de manera muy detallada en conjunto con los promotores de la Resolución cual es el planteamiento de las AT, en relación con garantizar la accesibilidad a los contribuyentes.

4. En el supuesto que el contribuyente no tenga las herramientas de acceso a su computadora, ¿qué medios pondrá la AT a disposición del contribuyente para que este pueda facturar?  

5.  La Resolución incluye la  obligatoriedad de que  todas las facturas que se emitan deberán enviarse en línea a la AT con el fin de que esta pueda examinar- certificar que la factura cumple con los requisitos y formatos exigidos, especialmente en relación con que el formato XML cumpla con todos los requisitos técnicos consagrados en la Res 2-09. El texto incluye que la AT posee 3 horas para revisar que la documentación cumpla con todos los requerimientos. Ahora bien, nos queda la duda de qué sucede con las facturas que se emitan en días feriados, o fuera del horario de la AT? Se entiende que la AT pondrá a disposición de los contribuyentes un servicios de certificación no validación de la factura 24 horas / 365 días.  

Es importante que se aclare en la Resolución si el contribuyente debe enviar la factura para su verificación a la AT  de previo a que la misma sea remitida al cliente o si este es un proceso posterior. (Pareciera que el contribuyente puede enviar la factura de previo al cliente so pena que en caso de no cumplir con los requisitos de Ley, no se considera un comprobante idóneo, sin embargo es recomendable que sea aclarado para evitar interpretaciones odiosas de los funcionarios)   ¿Qué sucede si la AT no verifica el cumplimiento de los requisitos y formatos de la factura dentro del plazo de 3 horas establecido? ¿En caso que la conexión con el sitio Web de la AT mediante el cual se verificaría el cumplimiento de requisitos y formatos indicados, se caiga, que opciones tiene el contribuyente para poder emitir sus facturas?

En el mismo sentido se incluye la obligación del contribuyente de corregir la factura en un plazo de 3 horas, es importante que la Resolución delimite de manera adecuada, cuáles son las consecuencias aplicables en el evento que estos errores no sea corregido en el tiempo establecido.   En este sentido se dispone que si la factura emitida no cumple los requisitos y formatos no se considera un comprobante de ley, es recomendable incluir de manera expresa qué sanciones serian de aplicación. 

6. De conformidad con lo antes indicado, si bien pareciera “válida” la opción de la AT de establecer la obligatoriedad en el uso del facturas electrónicas, tomando en consideración todos los costos de implementación asociados, en caso que la Resolución  sea aprobada y que no se considere conveniente a los fines de los agremiados, puede valorarse la  opción de plantear algún recurso, siempre que la herramienta puesta a disposición por la AT no cumpla con los parámetros necesarios para que el contribuyente pueda satisfacer con el requerimiento y que además,   no afecte en el desarrollo de su actividad. 

 7. Adicionalmente, no creemos que la digitalización que se propone sea respetuosa de algunas formas de info-exclusión, que en el caso de profesionales podría darse sobre todo por una cuestión de edad. En el considerando IX del proyecto de resolución se cita el voto 2011-13880 como dándole un apoyo irrestricto a Tributación, pero se omite el antecedente 2011-008408 que ordenó al Director General de Tributación “implementar y ofrecer a los contribuyentes dentro de los tres meses siguientes a la notificación de esta resolución, los medios físicos o tradicionales para presentar cualquier declaración tributaria”. El fallo se fundamentaba en la necesidad de “evitar profundizar la brecha digital y provocar una info-exclusión lesiva del principio y derecho a la igualdad”, por lo que se afirma que Tributación “debe estar en condiciones, de ofrecerle a los contribuyentes, de manera concomitante, los mecanismos para relacionarse con ésta de forma electrónica o digital, pero también, mediante los medios tradicionales o físicos. Obligar, de modo general y absoluto, a que los contribuyentes se relacionen con la administración electrónica, únicamente, por los medios electrónicos o digitales en una materia determinada, lesiona flagrantemente el principio y derecho a la igualdad”. La diferencia entre ambas sentencias es que en la más reciente (sin desdecirse del voto 8408), la Sala dijo que “a diferencia de ese supuesto, en el presente asunto se trata de una persona cuya ocupación habitual es ser contador público y, precisamente, dentro de sus funciones está elaborar las declaraciones de impuestos, por lo que no resulta atendible su alegato en cuanto a que no puede aprovisionarse de las herramientas tecnológicas e insumos básicos que necesita para ejercer su profesión. Esta diferencia de hecho del sub lite es suficiente para tener por descartado el agravio acusado”.
SE ACUERDA 2012-30-008 Avalar el informe elaborado por la Comisión de Asuntos Tributarios del Colegio, sobre criterio relacionado con el Proyecto de Resolución de la Dirección de Tributación Directa denominado: “Obligatoriedad del uso de la factura electrónica por los profesionales liberales”: “Dentro de los aspectos que llaman la atención de la Resolución, destacan: 1. Es importante revisar con detalle la definición o conceptualización de quiénes se consideran profesionales liberales,  aquellos que realicen sus labores agremiados a un Colegio Profesional a pesar que  el prestatario no esté agremiado.  Esta definición podría derivar en cuestionamientos, dado que puede dar pie a que ciertos servicios no se encuentren afectos a la obligatoriedad en la aplicación de la interpretación de esta resolución.  2. La Sala Constitucional ha avalado el uso de las tecnologías para la mejora en los procesos de fiscalización y recaudación, en la medida que no derive en un aumento de costo para los contribuyentes. (Voto 13880-11) Además, los profesionales liberales no serían los primeros en ser obligados, pues primero fueron los grandes contribuyentes, luego con los formularios de información como el D.151, y más recientemente con el impuesto de ventas. 3. La obligatoriedad en el uso del sistema de facturación electrónica para los profesionales liberales aplicará sin ninguna distinción o restricción del Área donde se desarrolle la actividad. Esto implica que la Resolución sometida a consideración, pretende aplicar para todos aquellos profesionales que briden sus servicios en CR sin tomar en consideración el acceso o las facilidades de acceso que puedan tener los prestatarios de los servicios. Es decir, si bien se incluye de manera muy genérica que la AT habilitará una herramienta de facturación electrónica para quienes no puedan adquirir su propio sistema o subcontratarlo con un proveedor, consideramos que la implementación del uso de la factura electrónica requiere una implementación mayor. Se requiere acceso a una computadora y la adquisición de una firma digital para la firma de la factura (cuyo costo asciende aproximadamente a $40). En este sentido, en caso que se pueda demostrar que el uso de facturación electrónica deriva en un costo económico adicional para los contribuyentes puede valorarse la conveniencia de presentar un recurso o un acción de inconstitucionalidad en contra de la Resolución  que se emita. En definitiva, la obligatoriedad del uso de la facturación electrónica debería exigirse solamente en el escenario que la herramienta que ponga a disposición la AT sea adecuado y que permita a los contribuyentes cumplir de manera adecuada y sin un costo mayor, la resolución que se emita. Por tal razón, es recomendable revisar de manera muy detallada en conjunto con los promotores de la Resolución cual es el planteamiento de las AT, en relación con garantizar la accesibilidad a los contribuyentes. 4. En el supuesto que el contribuyente no tenga las herramientas de acceso a su computadora, ¿qué medios pondrá la AT a disposición del contribuyente para que este pueda facturar?. 5.  La Resolución incluye la  obligatoriedad de que  todas las facturas que se emitan deberán enviarse en línea a la AT con el fin de que esta pueda examinar- certificar que la factura cumple con los requisitos y formatos exigidos, especialmente en relación con que el formato XML cumpla con todos los requisitos técnicos consagrados en la Res 2-09. El texto incluye que la AT posee 3 horas para revisar que la documentación cumpla con todos los requerimientos. Ahora bien, nos queda la duda de qué sucede con las facturas que se emitan en días feriados, o fuera del horario de la AT? Se entiende que la AT pondrá a disposición de los contribuyentes un servicios de certificación no validación de la factura 24 horas / 365 días. Es importante que se aclare en la Resolución si el contribuyente debe enviar la factura para su verificación a la AT  de previo a que la misma sea remitida al cliente o si este es un proceso posterior. (Pareciera que el contribuyente puede enviar la factura de previo al cliente so pena que en caso de no cumplir con los requisitos de Ley, no se considera un comprobante idóneo, sin embargo es recomendable que sea aclarado para evitar interpretaciones odiosas de los funcionarios)   ¿Qué sucede si la AT no verifica el cumplimiento de los requisitos y formatos de la factura dentro del plazo de 3 horas establecido? ¿En caso que la conexión con el sitio Web de la AT mediante el cual se verificaría el cumplimiento de requisitos y formatos indicados, se caiga, que opciones tiene el contribuyente para poder emitir sus facturas? En el mismo sentido se incluye la obligación del contribuyente de corregir la factura en un plazo de 3 horas, es importante que la Resolución delimite de manera adecuada, cuáles son las consecuencias aplicables en el evento que estos errores no sea corregido en el tiempo establecido.   En este sentido se dispone que si la factura emitida no cumple los requisitos y formatos no se considera un comprobante de ley, es recomendable incluir de manera expresa qué sanciones serian de aplicación.  6. De conformidad con lo antes indicado, si bien pareciera “válida” la opción de la AT de establecer la obligatoriedad en el uso del facturas electrónicas, tomando en consideración todos los costos de implementación asociados, en caso que la Resolución  sea aprobada y que no se considere conveniente a los fines de los agremiados, puede valorarse la  opción de plantear algún recurso, siempre que la herramienta puesta a disposición por la AT no cumpla con los parámetros necesarios para que el contribuyente pueda satisfacer con el requerimiento y que además,   no afecte en el desarrollo de su actividad.   7. Adicionalmente, no creemos que la digitalización que se propone sea respetuosa de algunas formas de info-exclusión, que en el caso de profesionales podría darse sobre todo por una cuestión de edad. En el considerando IX del proyecto de resolución se cita el voto 2011-13880 como dándole un apoyo irrestricto a Tributación, pero se omite el antecedente 2011-008408 que ordenó al Director General de Tributación “implementar y ofrecer a los contribuyentes dentro de los tres meses siguientes a la notificación de esta resolución, los medios físicos o tradicionales para presentar cualquier declaración tributaria”. El fallo se fundamentaba en la necesidad de “evitar profundizar la brecha digital y provocar una info-exclusión lesiva del principio y derecho a la igualdad”, por lo que se afirma que Tributación “debe estar en condiciones, de ofrecerle a los contribuyentes, de manera concomitante, los mecanismos para relacionarse con ésta de forma electrónica o digital, pero también, mediante los medios tradicionales o físicos. Obligar, de modo general y absoluto, a que los contribuyentes se relacionen con la administración electrónica, únicamente, por los medios electrónicos o digitales en una materia determinada, lesiona flagrantemente el principio y derecho a la igualdad”. La diferencia entre ambas sentencias es que en la más reciente (sin desdecirse del voto 8408), la Sala dijo que “a diferencia de ese supuesto, en el presente asunto se trata de una persona cuya ocupación habitual es ser contador público y, precisamente, dentro de sus funciones está elaborar las declaraciones de impuestos, por lo que no resulta atendible su alegato en cuanto a que no puede aprovisionarse de las herramientas tecnológicas e insumos básicos que necesita para ejercer su profesión. Esta diferencia de hecho del sub lite es suficiente para tener por descartado el agravio acusado”. Comunicar a la Dirección Tributación Directa.  Nueve votos. ACUERDO FIRME. 
8. El M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, presenta las siguientes notas de solicitud de incorporación extraordinaria: 

a) Oficio DAI-277-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Raquel Chanto Víquez, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-30-009 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Raquel Chanto Víquez, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Nueve votos. Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones.

b) Oficio DAI-278-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Patricia Elena Ramírez Alva, graduada en la Universidad Santa Lucía. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-30-010 Devolver  a la Dirección Académica y de Incorporaciones  la nota DAI-278-2012 sobre solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Patricia Elena Ramírez Alva, graduada en la Universidad Santa Lucía. Lo anterior debido a que la nota de justificación de incorporación extraordinaria, no está debidamente fundamentada. Nueve votos. Responsable: Departamento de Incorporaciones, Interesada.
c) Oficio DAI-279-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Edgar Oswaldo Mora, graduado en la Universidad San José. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-30-011 Devolver  a la Dirección Académica y de Incorporaciones  la nota DAI-278-2012 sobre solicitud de incorporación extraordinaria del  Lic. Edgar Oswaldo Mora, graduado en la Universidad San José. Lo anterior debido a que la nota de justificación de incorporación extraordinaria, no está debidamente fundamentada. Nueve votos. Responsable: Interesada, Departamento de Incorporaciones.
d) Oficio DAI-282-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Laura María Salazar Kruse, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-30-012 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Laura María Salazar Kruse, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Nueve votos. Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones.
e) Oficio DAI-288-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Daniel Herrera Salas, graduado en la Universidad de San José. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-30-013 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Daniel Herrera Salas, graduado en la Universidad de San José. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Nueve votos. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.

9. Oficio DAI-280-2012 suscrito por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde señala que según oficio AL-283-2012 de la Asesoría Legal de este Colegio Profesional, en el cual se indica procedente gestionar la reposición del título, así como la renovación del carné de la Licda. Ana Abigail Díaz Picado, por los motivos que lo solicita; esta Dirección solicita el acuerdo correspondiente para proceder con lo señalado por la Asesoría Legal.

SE ACUERDA 2012-30-014 Con base en la nota DAI-280-2012, suscrita por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones y el informe AL-283-2012 del Departamento Legal, se autoriza que la Dirección Académica y de Incorporaciones proceda con la gestión correspondiente para la reposición del título de la Licda. Ana Abigail Díaz Picado, para que se cambie el nombre por Ana Abigail Arce Picado; así como la renovación del carné. Nueve votos. Responsable: Dirección Académica y de Incorporaciones, Archivo. 

10. Oficio JA-C-047-12, suscrita por el MSc. Edgar Castrillo Brenes, Coordinador Junta Administradora mediante la cual transcribe acuerdo tomado por la Junta Administradora en la sesión 27-2012 del 30 de agosto de 2012, que dice textualmente: “2012-27-006: Aprobar la alianza comercial con Total Automotriz. Elevar a Junta Directiva. Realizar los trámites correspondientes para la firma de dicha alianza. Acuerdo firme”. 

SE ACUERDA 2012-30-015 Autorizar al señor Presidente a firmar el convenio para la alianza comercial con la empresa Total Automotriz. Lo anterior en beneficio de los agremiados y agremiadas del Colegio. Nueve votos. Responsable: Presidencia. Encargado de Mercadeo. Departamento Legal. 

11. Nota DE-ISV-015-2012, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, mediante la cual indica que realizados los respectivos estudios, en el Departamento de Contabilidad se encuentra adelantado hasta octubre de 2012 con las cuotas de Colegiatura y en Fiscalía, no tiene suspensiones ni procesos pendientes, por lo que recomienda aceptar la suspensión voluntaria del Lic. Marvin Brenes Leitón, carné 2547. 

SE ACUERDA 2012-30-016 Aceptar la suspensión voluntaria del Lic. Marvin Brenes Leitón, carné 2547.  A partir de la firmeza del presente acuerdo. Se le indica al interesado, que de acuerdo con el Régimen de Seguridad Social de este Colegio, el cese en el pago de cuotas, implica perder los derechos adquiridos en la póliza de vida. Nueve votos. Responsable: Interesado, Departamento de Contabilidad y Archivo Central.
ARTICULO 5)  INFORME DE PRESIDENCIA
5.1 El Dr. Gary Amador Badilla, informa que recibió  acuerdo del Consejo Directivo del Centro de Justicia Alternativa, número 2012-CJA-CD03-002, de la sesión ordinaria número cinco, de las doce horas treinta minutos del ocho de agosto del  dos mil doce, que con respecto al logo del Centro RAC del Colegio, señala lo siguiente:  “SE ACUERDA a) Aprobar el diseño de las tres personas unidas de las manos, con los colores gris, rojo y azul, que son los colores del logo del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, correspondiente a los siguientes colores:  Azul 100% CMYK,   Rojo 100% CMYK y Gris 35%   CMYK. b) Remitir a la Junta Directiva para su respectiva homologación y proceder a la debida inscripción de marca del mismo ante el Registro de Propiedad Intelectual del Registro Nacional. ACUERDO FIRME. Cuatro votos. 

SE ACUERDA 2012-30-017 a) Aprobar el diseño de las tres personas unidas de las manos, con los colores gris, rojo y azul, que son los colores del logo del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, correspondiente a los siguientes colores: Azul 100% CMYK,   Rojo 100% CMYK y Gris 35%   CMYK. Acerca del logo: Simbología: Se crea sobre dos ideas básicas: La relación de tres elementos o partes, representadas con una figura simbólica de una persona; la cual  no hace referencia a ningún género. La combinación de tres colores, destacando el color gris en la posición del medio y como representación directa de la labor del centro que es ser el intermediario entre dos partes de forma neutral (por tal razón selecciono el color gris). Además, cabe señalar que las otras dos figuras manejan distintos colores para representar que son distintas, pero unidas por el medio quien es la figura del Centro. El texto: La selección de la tipografía responde a tener tipo un tipo de letra formal y elegante, de clara lectura. Se decidió utilizar letras en mayúscula acentuando las primeras letras de cada palabra clave, para dar un efecto visual de mayor elegancia. También, es importante señalar que se agregó las palabras Costa Rica, en clara alusión directa al país, pues la idea es proyectar el Centro a nivel internacional. Racional de Colores: La elección de colores se hizo sobre dos criterios: Mantener una relación de identidad con los colores del Colegio de Abogados y Abogadas. El color gris representa neutralidad y da una sensación de brillantez, lujo y elegancia. Al color gris se le asocia con la independencia, la auto-suficiencia, el auto-control, porque es un color que actúa como escudo de las influencia externas. Palabras claves del color gris: estabilidad, generosidad, grandes dotes organizativas, dotes humanitarias, aislamiento, independencia. Aunque los colores rojo y azul se asignaron como alusión directa a logo del Colegio de Abogados y Abogadas y estos fueron elegidos por los colores de nuestra bandera nacional. Estos colores también tienen su identidad y expresan o comunican. En el caso de color azul es un color fresco, tranquilizante y se le asocia con la mente, a la parte más intelectual de la mente, igual que el amarillo. El azul ayuda a controlar la mente, a tener claridad de ideas y a ser creativos. Palabras claves del color azul: Estabilidad, profundidad, lealtad, confianza, sabiduría, inteligencia, fe, verdad, eternidad. Azul marino: conocimiento, lo mental, integridad, poder, seriedad. Azul Claro: generosidad, salud, curación, frescor, entendimiento, tranquilidad. El color rojo simboliza el poder se asocia con la vitalidad y la ambición. El rojo aporta también confianza en sí mismo, coraje y una actitud optimista ante la vida. Las palabras claves del color rojo son: Atracción, amor, pasión, deseo, amor. b) Remitir al Departamento Legal, para proceder a la debida inscripción de marca del mismo ante el Registro de Propiedad Intelectual del Registro Nacional. Nueve votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Departamento Legal y Centro de Justicia Alternativa. 

5.2 El Dr. Gary Amador Badilla, informa que la Licda. Marisol Castro Dobles, por motivos de trabajo, debido a que asumirá próximamente como Magistrada del Tribunal Supremo de Elecciones, se le hace imposible continuar perteneciendo al Tribunal de Elecciones del Colegio de Abogados, por lo cual presenta formal renuncia como miembro integrante del mismo. 
SE ACUERDA 2012-30-018 a) Aceptar la renuncia de la Licda. Marisol Castro Dobles, como miembro integrante del Tribunal de Elecciones Internas del Colegio. Asimismo se le agradece por su valiosa colaboración en los procesos electorales del Colegio.    b) La vacante será ocupada por el suplente como corresponde. Nueve votos. Responsable: Tribunal Elecciones Internas. 
ARTICULO 6)  INFORME DE ARANCELES.

6.1 Consulta planteada por la Junta Directiva del Colegio sobre los recursos de revocatoria y apelación subsidiaria interpuestos por la licenciada Carola Suárez Zúñiga. Expediente número 098-2010. RESULTANDO: La Licda. Suárez interpone recursos de revocatoria y apelación subsidiaria contra el acuerdo de la Junta Directiva del Colegio, sesión 12-2012, ratificado en la sesión 13-2012, en el que se aprueba el dictamen de esta Comisión sobre los honorarios a que tiene derecho esa profesional por la atención del proceso de impugnación de paternidad que le atendió al señor Oscar Alberto Borges Vásquez, expediente judicial número 2008-400367-0216-FA, radicado en el Juzgado de Familia de Hatillo. CONSIDERANDO: I.- En cuanto al recurso de apelación interpuesto por la Licda. Suárez la gestión es improcedente porque el acuerdo de la Junta Directiva es el órgano superior jerárquico dentro del Colegio. Por consiguiente, la Junta agota la vía administrativa y lo que procede en caso de disconformidad, es la impugnación en la vía judicial, de acuerdo con los supuestos contemplados en las regulaciones de la materia contencioso administrativa. II.- En cuanto al recurso de revocatoria, es criterio de esta Comisión que es improcedente, pues lo que el acuerdo impugnado definió fueron los honorarios a que la licenciada Suárez tiene derecho por la atención del proceso de impugnación de paternidad, únicamente. Obsérvese que el recibo aportado al expediente se refiere exclusivamente a los honorarios de ese proceso y mal haría la comisión extenderlo, contra su texto, a otros procesos no contemplados en el documento. POR TANTO: Por las razones expuestas se sugiere a la Junta Directiva desestimar los recursos planteados por la licenciada Carola Suárez Zúñiga y dar por agotada la vía administrativa.
SE ACUERDA 2012-30-019 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por la Junta Directiva del Colegio sobre los recursos de revocatoria y apelación subsidiaria interpuestos por la licenciada Carola Suárez Zúñiga. Expediente número 098-2010. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Considerando: I.- En cuanto al recurso de apelación interpuesto por la Licda. Suárez la gestión es improcedente porque el acuerdo de la Junta Directiva es el órgano superior jerárquico dentro del Colegio. Por consiguiente, la Junta agota la vía administrativa y lo que procede en caso de disconformidad, es la impugnación en la vía judicial, de acuerdo con los supuestos contemplados en las regulaciones de la materia contencioso administrativa. II.- En cuanto al recurso de revocatoria, es criterio de esta Comisión que es improcedente, pues lo que el acuerdo impugnado definió fueron los honorarios a que la licenciada Suárez tiene derecho por la atención del proceso de impugnación de paternidad, únicamente. Obsérvese que el recibo aportado al expediente se refiere exclusivamente a los honorarios de ese proceso y mal haría la comisión extenderlo, contra su texto, a otros procesos no contemplados en el documento. POR TANTO: Por las razones expuestas se sugiere a la Junta Directiva desestimar los recursos planteados por la licenciada Carola Suárez Zúñiga y dar por agotada la vía administrativa. Nueve votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.2  Consulta de honorarios presentada por el Lic. Adolfo Duran Abarca, subdirector el registro público de bienes muebles. Expediente: 37-2012. I.- Para determinar si la interpretación que están dando los Registradores en relación al pago del Timbre del Colegio de Abogados es correcto, consulta el Lic. Durán sobre la aplicación de los artículos 109 y 110 del Arancel en los siguientes casos: a) Cuando un bien mueble no está inscrito en el Registro porque ha sido importado, se entiende que un primer acto jurídico consiste en la “inscripción propiamente tal” a nombre de su importador o a nombre de quien el documento aduanero acredite en primer orden como tal. Al efecto lo que se exige es una solicitud del “propietario-importador” autenticada por notario. Aquí el Registro cobra el Timbre del Colegio de Abogados sobre el valor fiscal dado por el Ministerio de Hacienda. b) Cuando el importador antes de inscribirlo a su nombre lo traspasa a un tercero, entonces debe aportar adicionalmente la escritura pública que contenga el contrato traslativo del dominio. El Registro cobra el Timbre de acuerdo al mayor valor del bien (el fiscal o el contractual). Desde hace muchos años y para simplificar trámites, el Registro dejó de exigir la solicitud de inscripción, aceptando que la misma va implícita en la rogación que se hace en la escritura de traspaso. Sin embargo los actos jurídicos involucrados se siguen cobrando en forma independiente, aunque sea un único documento público el que se está inscribiendo. Por ejemplo se presenta una compraventa de una motocicleta  sin inscribir valorada en un millón de colones, .En este caso se cobra mil colones por la inscripción y mil colones por el traspaso (aplicando el inciso b) del artículo 109 del  Decreto de Aranceles). Si adicionalmente hubiere otro negocio u operación en el instrumento, por ejemplo una prenda, se cobra el Timbre con base en la cuantía y se suma a las otras operaciones.  c) Sin embargo, este mismo criterio no está siendo observado en el siguiente caso, en donde se involucran varias operaciones pero referidas a distintos bienes o derechos inscribibles. Por ejemplo: ingresa una escritura pública donde se traspasa en propiedad fiduciaria 80 motocicletas sin inscribir, cada una valorada en 950.000 (novecientos cincuenta mil) colones. Como al sumar todos los valores fiscales nos da el monto de 76 millones (aplicando el art. 110 del Decreto de Aranceles), se aplica el inciso f) art. 109 de dicho Decreto y se le cobra 15.000 (quince mil) colones en Timbre del Colegio por el acto de inscripción y 15.000 colones por el traspaso fiduciario que se hace por ese mismo valor. O sea, en total paga 30.000 (treinta mil) colones.
Por el contrario si se cobrara individualmente para cada motocicleta y cada traspaso que se hace de la misma, va a variar el monto a pagar en Timbre. Por la inscripción cada una pagaría mil colones y como son 80 motocicletas por este concepto pagaría 80.000 (ochenta mil) colones. Ahora bien,  por el traspaso de cada una en forma  individual, sin sumar los valores fiscales, pagaría una suma igual, resultando un total de 160.000 (ciento sesenta mil) colones. Se observa que el monto a pagar da una suma mucho mayor. La consulta es entonces ¿cuál de los dos criterios de cobro es el correcto?. Hasta aquí el texto de la consulta. RESPUESTA:   I.- El cálculo para el cobro del timbre en los casos de los párrafos a), y b) de la consulta,  es correcto conforme lo está cobrando el Registro. II.- En el caso del párrafo c) es necesario tomar en cuenta, que el Artículo 109 del Arancel vigente fija la tarifa del Timbre del Colegio en los instrumentos públicos que involucran una sola operación, ya que claramente dispone: “de acuerdo con la cuantía del acto o contrato”. A su vez el artículo 110 dispone que “Cuando  el instrumento contuviere varias operaciones, se sumarán los importes de cada una de ellas y sobre el resultado se calculará el timbre.”  El ejemplo de la consulta, se refiere a un instrumento en el que, mediante un contrato de fideicomiso (es decir una sola operación), se traspasan en propiedad fiduciaria 80 motocicletas. Es decir, Se trata de una sola operación, sea el contrato de fideicomiso en sí que, como parte esencial del mismo, involucra el traspaso en propiedad fiduciaria de 80 motocicletas, a un solo propietario, fiduciario,  quien a su vez, como parte de sus obligaciones de fiduciario, deberá –se supone- traspasarlas posteriormente a los compradores definitivos, mediante operaciones individualizadas que a su vez devengarán el Timbre del Colegio, por el valor fiscal. De manera que en este caso no se debe aplicar el artículo 110 porque las motocicletas, repetimos,  se están vendiendo conjuntamente en una sola operación y no como ochenta operaciones distintas. Por lo tanto el cobro correcto de esa operación fiduciaria, devengará el Timbre del Colegio de Abogados como un solo contrato,  (Artículo 109 del Arancel), en la forma aquí expuesta, porque será posteriormente, cuando el propietario fiduciario traspase esos bienes, a los compradores definitivos, cuando se pague el Timbre por cada operación individualizada. No obstante es recomendable que en cada caso el Registro determine, con vista del contrato respectivo, la verdadera naturaleza de la operación para evitar situaciones que no correspondan a la realidad. III.- Pase esta consulta y su respuesta a conocimiento de la Junta Directiva para lo de su cargo, según lo dispone el artículo 10 del Arancel vigente.

SE ACUERDA 2012-30-020 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por el Lic. Adolfo Duran Abarca, Subdirector el Registro Público de bienes muebles. Expediente: 37-2012. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Respuesta: I.- El cálculo para el cobro del timbre en los casos de los párrafos a), y b) de la consulta,  es correcto conforme lo está cobrando el Registro. II.- En el caso del párrafo c) es necesario tomar en cuenta, que el Artículo 109 del Arancel vigente fija la tarifa del Timbre del Colegio en los instrumentos públicos que involucran una sola operación, ya que claramente dispone: “de acuerdo con la cuantía del acto o contrato”. A su vez el artículo 110 dispone que “Cuando  el instrumento contuviere varias operaciones, se sumarán los importes de cada una de ellas y sobre el resultado se calculará el timbre.”  El ejemplo de la consulta, se refiere a un instrumento en el que, mediante un contrato de fideicomiso (es decir una sola operación), se traspasan en propiedad fiduciaria 80 motocicletas. Es decir, Se trata de una sola operación, sea el contrato de fideicomiso en sí que, como parte esencial del mismo, involucra el traspaso en propiedad fiduciaria de 80 motocicletas, a un solo propietario, fiduciario,  quien a su vez, como parte de sus obligaciones de fiduciario, deberá –se supone- traspasarlas posteriormente a los compradores definitivos, mediante operaciones individualizadas que a su vez devengarán el Timbre del Colegio, por el valor fiscal. De manera que en este caso no se debe aplicar el artículo 110 porque las motocicletas, repetimos,  se están vendiendo conjuntamente en una sola operación y no como ochenta operaciones distintas. Por lo tanto el cobro correcto de esa operación fiduciaria, devengará el Timbre del Colegio de Abogados como un solo contrato,  (Artículo 109 del Arancel), en la forma aquí expuesta, porque será posteriormente, cuando el propietario fiduciario traspase esos bienes, a los compradores definitivos, cuando se pague el Timbre por cada operación individualizada. No obstante es recomendable que en cada caso el Registro determine, con vista del contrato respectivo, la verdadera naturaleza de la operación para evitar situaciones que no correspondan a la realidad. III.- Pase esta consulta y su respuesta a conocimiento de la Junta Directiva para lo de su cargo, según lo dispone el artículo 10 del Arancel vigente. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.3 Consulta de honorarios presentada por el Licenciado Adolfo Durán Abarca, Subdirector del Registro Público. Expediente: 50-2012. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: 1. Conoce esta Comisión de la consulta electrónica formulada por el Licenciado Adolfo Durán a nombre del Registro Público, en donde plantea la consulta relacionada con prendas confeccionadas en documento privado y el pago del  Timbre del Colegio de Abogados a la hora de su inscripción en el Registro, en virtud de que tienen casos en donde los abogados manifiestan que ellos solo autenticaron la firma y por ende el único monto que corresponde pagar es de 250,00 colones por la autenticación, sin embargo la posición del Registro Público ha sido que el pago de la autenticación es diverso al pago por el monto del contrato registrable y ponen como defecto la falta de pago del Timbre del Colegio. Desea saber si la posición del Registro es la correcta o no.  Considerando: 1. En relación a la consulta planteada, debemos señalar que el Decreto 36562-JP establece en el artículo 103, la norma general de que todos los documentos deben pagar el Timbre del Colegio de Abogados, incluyendo las autenticaciones de documentos de carácter privado y certificados de prenda ya que la “y” que establece el artículo es disyuntiva. 2. El artículo 107 del Decreto 36562-JP establece la tarifa del Timbre en autenticaciones y prendas, estableciendo para ello el pago de doscientos cincuenta colones por cada firma autenticada. El artículo 107 se refiere a las prendas que se mantienen en manos del particular y no se inscriben.  3. El artículo 109 del Decreto 36562-JP establece la tarifa del timbre en los instrumentos públicos, desglosando según la cuantía el monto a pagar por concepto de dicho timbre para las prendas que se inscriban.  4. Los artículos 380 del Código Procesal Civil y 537 del Código de Comercio, que establece el consultante, hacen referencias a requisitos de forma que debe cumplir la prenda para su presentación ante el Registro Público, es decir que deben contar con fecha cierta y la firma debe estar debidamente autenticada por un Notario Público. Esto no significa que el pago del timbre por la autenticación, sea todo lo que se deba cancelar, sino que es por aparte, de lo que debe pagarse por el Timbre del Colegio en relación a la cuantía del documento que va a ser inscrito en el Registro Público, ya que para su debida inscripción el documento se convierte en instrumento público, debiendo seguir con lo establecido en el artículo 109 del Decreto de Aranceles.  Por tanto: Lleva razón el criterio utilizado por el Registro Público de Bienes Muebles, debiendo aplicarse el artículo 103, 107 y 109 del Decreto 36562-JP y siendo lo correcto cobrar de conformidad con la cuantía el monto correspondiente al Timbre del Colegio de Abogados. Lo anterior fue resuelto así por decisión mayoritaria de los integrantes: Dr. Juan Carlos Esquivel Favoreti, Lic. Juan León Blanco y el Lic. Rodrigo Mendieta García. 
SE ACUERDA 2012-30-021 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por el Lic. Adolfo Duran Abarca, Subdirector del Registro Público de bienes muebles. Expediente: 50-2012. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: Considerando: 1. En relación a la consulta planteada, debemos señalar que el Decreto 36562-JP establece en el artículo 103, la norma general de que todos los documentos deben pagar el Timbre del Colegio de Abogados, incluyendo las autenticaciones de documentos de carácter privado y certificados de prenda ya que la “y” que establece el artículo es disyuntiva. 2. El artículo 107 del Decreto 36562-JP establece la tarifa del Timbre en autenticaciones y prendas, estableciendo para ello el pago de doscientos cincuenta colones por cada firma autenticada. El artículo 107 se refiere a las prendas que se mantienen en manos del particular y no se inscriben.  3. El artículo 109 del Decreto 36562-JP establece la tarifa del timbre en los instrumentos públicos, desglosando según la cuantía el monto a pagar por concepto de dicho timbre para las prendas que se inscriban.  4. Los artículos 380 del Código Procesal Civil y 537 del Código de Comercio, que establece el consultante, hacen referencias a requisitos de forma que debe cumplir la prenda para su presentación ante el Registro Público, es decir que deben contar con fecha cierta y la firma debe estar debidamente autenticada por un Notario Público. Esto no significa que el pago del timbre por la autenticación, sea todo lo que se deba cancelar, sino que es por aparte, de lo que debe pagarse por el Timbre del Colegio en relación a la cuantía del documento que va a ser inscrito en el Registro Público, ya que para su debida inscripción el documento se convierte en instrumento público, debiendo seguir con lo establecido en el artículo 109 del Decreto de Aranceles.  Por tanto: Lleva razón el criterio utilizado por el Registro Público de Bienes Muebles, debiendo aplicarse el artículo 103, 107 y 109 del Decreto 36562-JP y siendo lo correcto cobrar de conformidad con la cuantía el monto correspondiente al Timbre del Colegio de Abogados.  Nueve votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 

ARTICULO 7)  INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS. 

7.1 El Lic. Álvaro Sánchez González, señala que recibió invitación, ya que el 07 de setiembre se llevará a cabo la elección de cargos de representación al Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica, por un periodo de 4 años. Añade que fue enviada por uno de los candidatos, pero formalmente no se ha recibido convocatoria de la Universidad. 

7.1.2 El Lic. Álvaro Sánchez González, informa que el año pasado se tomó el acuerdo de recibir a una delegación de  abogados y abogadas de Panamá, pero por motivos mayores no se realizó la actividad. Para este año se contará con la visita de dicha delegación, por lo que solicita aprobar un presupuesto con el fin de ofrecer un ágape en la actividad denominada La Sociedad Anónima y el “Levantamiento del Velo Corporativo”.
SE ACUERDA 2012-30-022 Aprobar el presupuesto de ¢500.000.00, para ofrecer un ágape y un almuerzo a la delegación de  abogados y abogadas de Panamá que estarán de visita en nuestro Colegio los días 25, 26 y 27  de setiembre. Todo lo anterior con el fin de participar en la actividad académica La Sociedad Anónima y el “Levantamiento del Velo Corporativo” y estrechar lazos entre los abogados y abogadas de ambos países, así como brindar capacitación a nuestros agremiados ya  que conformidad con el artículo 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, es interés de esta Corporación la promoción y desarrollo de las ciencias jurídicas, así como la capacitación continua de los abogados y abogadas que forman parte de los programas de responsabilidad social de nuestra Corporación. Rebajar del Fondo de Comisiones. Nueve votos. Responsable: Presidencia. Dirección de Finanzas y Presupuesto. 
7.1.3 El Lic. Álvaro Sánchez González,  informa que la Comisión de Derecho Laboral estará organizando el “Congreso Costarricense de Derecho Laboral de la Seguridad Social”, el cual se desea realizar en homenaje póstumo al Jurista costarricense Dr. Víctor Manuel Ardón Acosta. Llevará por nombre: “Congreso Costarricense de Derecho Laboral de la Seguridad Social”, y se realizará los días: 10 y 11 de octubre del 2012 a partir de las  8:00 a.m. en el Auditorio Dr. Pablo Casafont Romero. Por lo que solicitan autorización para comenzar con los respectivos preparativos y así definir la partida presupuestaria denominada Congreso de Derecho Laboral, según el Departamento de Finanzas y Presupuesto, con la suma de ¢5.300.000,00 (cinco millones trescientos mil colones), se adjunta el presupuesto con la debida distribución. 
SE ACUERDA 2012-30-023 Con base en la nota enviada por  la Comisión de Derecho Laboral y que conformidad con el artículo 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, es interés de esta Corporación la promoción y desarrollo de las ciencias jurídicas, así como la capacitación continua de los abogados y abogadas que forman parte de los programas de responsabilidad social de nuestra Corporación,  se aprueba la realización del “Congreso Costarricense de Derecho Laboral de la Seguridad Social”, el cual será en homenaje póstumo al Jurista costarricense Dr. Víctor Manuel Ardón Acosta. Dicho congreso se realizará los días: 10 y 11 de octubre del 2012 a partir de las  8:00 a.m. en el Auditorio Dr. Pablo Casafont Romero. Para tal fin se aprueba el presupuesto presentando por un monto de ¢5.300.000.00, sin perjuicio de conseguir patrocinios para la actividad. Nueve votos. Responsables: Comisión de Derecho Laboral. Dirección de Finanzas y Presupuesto. Encargado de Mercadeo. 

7.1.4 El Lic. Álvaro Sánchez González, informa que la Comisión de Derecho Internacional, esta organizando el Cine Foro “Trata de Personas: es una Violación a los Derechos Humanos”, Película: Trade. El Precio de la Inocencia, para el martes 18 de setiembre de 2012, a las 5:00 p.m. Por tal motivo solicita autorización para un ágape. 
SE ACUERDA 2012-30-024 Aprobar la realización  del Cine Foro “Trata de Personas: es una Violación a los Derechos Humanos”, Película: Trade. El Precio de la Inocencia, para el martes 18 de setiembre de 2012, a las 5:00 p.m. Se autoriza un ágape para 70 personas que será ofrecerá en dicha actividad. Nueve votos. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto. Comisión Derecho Internacional. 
7.2 El Lic. Francisco Rodríguez Araya, señala que la semana pasada se  recibió en audiencia al Lic. Carlos Arguedas Rojas Jefe Departamento de Padrón Electoral TSE, el Ing. Christian Leandro Sánchez, Encargado de Tecnología de Información del Colegio y la Srta. Kimberlyn Suárez Moreira, quienes  presentaron la “Propuesta de modernización del Padrón Electoral del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica”, del Tribunal de Elecciones Internas. Pero debido que no se tomó acuerdo al respecto, sugiere a los señores Directores y Directores que tomando en cuenta la  importancia de innovar en los procesos de elección y modernizar la logística del Colegio, se tome una decisión sobre la propuesta. Destaca además el ofrecimiento tanto del funcionario del Tribunal de Elecciones como de la Señorita que se puso a las órdenes para desarrollar el software como su trabajo comunal en el proyecto dem modernización del padrón electoral del Colegio. El acuerdo sería en el sentido, ya sea de aprobar el proyecto presentado, que realicen la presentación en la fecha que estimaron para tener el producto finalizado y ver la viabilidad de implementarlo en el presente año, sin perjuicio de implementarlo en paralelo con el sistema convencional para ver los resultados. Asimismo que se firme el convenio correspondiente con el Tribunal de Elecciones.  El MSc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, manifiesta que le parece una extraordinaria oportunidad de realizar este tipo de cambios que serán de gran ayuda para el proceso electoral y además que es sin costo monetario para el Colegio. Además se cuenta con el respaldo del Tribunal de Elecciones.  
SE ACUERDA 2012-30-025 a) Autorizar al señor Presidente a la firma del convenio entre el Colegio de Abogados y Abogadas y el Tribunal de Elecciones, con la finalidad de que se desarrolle un software para implementar en el presente año como Plan Piloto en el Colegio, el proyecto denominado “Propuesta de modernización del Padrón Electoral del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica”, el cual es propuesto por el Tribunal de Elecciones Internas. Dicha propuesta se implementará en paralelo con el sistema convencional para ver los resultados. b) Que el Lic. Carlos Arguedas Rojas Jefe Departamento de Padrón Electoral TSE, el Ing. Christian Leandro Sánchez, Encargado de Tecnología de Información del Colegio y la Srta. Kimberlyn Suárez Moreira, presenten el proyecto el 19 de octubre de 2012, fecha propuesta en la presentación realizada a esta Junta Directiva. Nueve votos. ACUERDO FIRME.  Responsables: Lic. Carlos Arguedas Rojas Jefe Departamento de Padrón Electoral TSE, el Ing. Christian Leandro Sánchez, Encargado de Tecnología de Información del Colegio y la Srta. Kimberlyn Suárez Moreira. 
7.3 La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, informa que la Comisión Académica tomó el acuerdo de solicitar autorización para que se apruebe llevar a cabo un curso a través de video conferencia, sobre Derecho Penal Económico con la Universidad de Sevilla, España. El curso se programará para finales del mes de octubre del presente año y tendrá un costo para el Colegio de € 4.000. 
SE ACUERDA 2012-30-026 Tomando en cuenta de conformidad con el artículo 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, que es interés de esta Corporación la promoción y desarrollo de las ciencias jurídicas, así como la capacitación continua de los abogados y abogadas que forman parte de nuestra Corporación. Asimismo, que el curso cuenta con un programa de altísima calidad, con profesores especialistas en la materia penal, de reconocido prestigio. Curso que será dirigido al público en general. Se aprueba impartir a través de video conferencia un curso sobre Derecho Penal Económico con la Universidad de Sevilla, España. El curso se programará para finales del mes de octubre del presente año y tendrá un costo para el Colegio de €4.000. Que el costo para cada participante será de ciento cincuenta dólares ($150.00) para los agremiados y agremiadas, y de doscientos dólares ($200.00) para el resto de los participantes. Que el Colegio puede implementar todas las acciones que estén a su alcance y estime pertinentes para rebajar los costos que este Taller genere a la corporación. Que debido a que los servicios de capacitación que se brindarán por medio del citado Taller va dirigido al público en general y no es programado en atención a las necesidades puntuales de los funcionarios del Colegio, la contratación de los profesionales que lo impartirán se hará con fundamento el artículo 131 inciso e) del Reglamento a la Ley de Contratación. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Académica. 
7.4 El MSc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, informa ha estado en conversación con que el Director de la Maestría de Planificación y Promoción Social, para analizar la posibilidad de un convenio para ofrecer una maestría en el Colegio para los agremiados y agremiadas. Por tal motivo estarán enviando una Carta de Intenciones, para inicialmente ser valorada por la Comisión Académica. Asimismo informa que asistirá en compañía del Lic. Álvaro Sánchez González al Seminario de Capacidades de un Gerente en la Gestión y Reducción del Riesgo Socio Ambiental.
7.5 La Dra. Roxana Sánchez Boza, informa que la actividad cultural del pasado viernes 31 de agosto, se llevo a cabo con gran aceptación de los asistentes, por tal motivo solicita enviar un agradecimiento a las artistas que ofrecieron su espectáculo. 
SE ACUERDA 2012-30-027 Externar cordial agradecimiento y felicitación a los artistas que ofrecieron su espectáculo en el Colegio, el pasado viernes 31 de agosto, el cual fue de gran aceptación y disfrute de los asistentes. Nueve votos. Responsable: Secretaría-Comunicar. 
7.5.1 La Dra. Roxana Sánchez Boza, informa que al igual que el año pasado, la Comisión de Cultura esta organizando para el sábado 08 de setiembre, una actividad en celebración del Día del Niño, para los hijos e hijas de las personas agremiadas. Por tal motivo solicita la aprobación del presupuesto por un monto de ¢245.000.00. 
SE ACUERDA 2012-30-028 Aprobar el presupuesto de ¢245.000.00, que serán utilizados en las actividades de celebración del Día del Niño, el cual será ofrecido para hijos de agremiados y funcionarios. Tomar del Fondo de Comisiones. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto. Comisión de Cultura.  

7.5.2 La Dra. Roxana Sánchez Boza, comunica que un grupo de estudiantes de la carrera de Maestría de Derecho Notariado y Registral, de la Universidad Latina, debido a que finalizarán su maestría solicitan apoyo del Colegio para culminarlo con la realización de un Congreso denominado Procesos Disciplinarios en Sede Notarial, programado para  los días 23 y 24 de Noviembre en Pérez Zeledón.    
SE ACUERDA 2012-30-029 Apoyar al grupo de estudiantes de la carrera de Maestría de Derecho Notariado y Registral, de la Universidad Latina, con la difusión del Congreso denominado Procesos Disciplinarios en Sede Notarial, programado para  los días 23 y 24 de Noviembre en Pérez Zeledón.   Nueve votos.  ACUERDO FIRME. Responsable: Dra. Roxana Sánchez Boza.  Departamento de Comunicación. 
ARTICULO 8)  INFORME DE DIRECCIÓN EJECUTIVA.
8.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, presenta nota DFyP 081-2012, de la Dirección de Finanzas y Presupuesto, mediante la cual se somete a consideración la inversión de ¢790.000.000.00 (setecientos noventa millones de colones), del Fondo de Mutualidad, en un certificado de depósito desmaterializado, en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, plazo a 180 días, con una tasa neta de 11.60%, por ser la entidad bancaria que ofrece mejores condiciones. Se adjunta la carta de autorización para la inversión, dirigida al Banco Popular, con las instrucciones necesarias, con dos de las firmas registradas.

SE ACUERDA 2012-30-030 Con base en la nota DFyP 081-2012, de la Dirección de Finanzas y Presupuesto, se autoriza la inversión de ¢790.000.000.00 (setecientos noventa millones de colones), del Fondo de Mutualidad, en un certificado de depósito desmaterializado, en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, plazo a 180 días, con una tasa neta de 11.60%, por ser la entidad bancaria que ofrece mejores condiciones. Asimismo se autoriza al señor Presidente a la firma de la documentación correspondiente para tal fin. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Dirección de Finanzas y Presupuesto. 

8.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que se logró una participación importante en la gira realizada por el Registro Nacional, de capacitación sobre la nueva página web, en Liberia se contó con la asistencia de 22 abogados y abogadas y en Santa Cruz 27. Informan que visitarán además la zona de Pérez Zeledón. 
8.3 El Lic. José Luis Meneses Rímola, indica que el Diario Oficial La Gaceta publicó el día viernes un anuncio el cual indica que cambiará el procedimiento para publicar en la Gaceta y en El Boletín Judicial. Dicho anuncio indica que no se recibirán más publicaciones sin firma digital. Por tal motivo solicita autorización para que sea la Dirección Ejecutiva o la Dirección Financiera quienes aporten la firma digital. 

SE ACUERDA 2012-30-031 En vista que el Diario Oficial La Gaceta publicó un anuncio en el cual indica que cambiará el procedimiento para publicar en la Gaceta y en El Boletín Judicial, en el sentido que no se recibirán más publicaciones sin firma digital, se  autoriza para que sea la Dirección Ejecutiva o la Dirección Financiera quienes aporten la firma digital para autorización de las publicaciones que deba realizar el Colegio. Nueve votos.  Responsable: Dirección Ejecutiva, Dirección de Finanzas y Presupuesto. Proveeduría. 
8.4 El Lic. José Luis Meneses Rímola, manifiesta que cuando se realizó la gira a Guápiles, donde se determinó que prácticamente la remodelación esta terminada, surgieron una serie de necesidades por lo que se le solicitó al Ingeniero encargado de la obra, enviar una cotización con los costos de los arreglos adicionales: -Parqueo frontal con un muro para detener los vehículos, costo de ¢1.450.000.00. -Calle de acceso a un costado de la instalación que debe realizarse en piedrilla, en la parte de atrás  también cubrir con piedra para parqueo. -Gastos menores porque la instalación se ha ido deteriorando, costo de ¢290.000.00. Monto total de ¢2.065.000.00. Se cuenta con un disponible en presupuesto de ¢2.752.000.00. Añade que el MSc. Juan Carlos Brenes Vargas, quien también visitó el inmueble, había sugerido remover unas piedras que se encuentran en la entrada, pero de acuerdo a la información suministrada el costo es de ¢1.250.000.00, pero ya no se cuenta con presupuesto para tal fin. El señor Presidente, con respecto  al tema de las piedras, indica que se tomará en cuenta en una segunda etapa. 
SE ACUERDA 2012-30-032 Con base en la gira realizada y el informe de la Dirección Ejecutiva, a) Se autoriza el presupuesto de ¢2.065.000.00, para que se lleve a cabo en el inmueble de la Sede de Guápiles los arreglos correspondientes determinados en la vista realizada: -Parqueo frontal con un muro para detener los vehículos, costo de ¢1.450.000.00. -Calle de acceso a un costado de la instalación que debe realizarse en piedrilla, en la parte de atrás  también cubrir con piedra para parqueo. -Gastos menores porque la instalación se ha ido deteriorando, costo de ¢290.000.00. Monto total de ¢2.065.000.00. b) Solicitar al Departamento Legal, realizar la ampliación del contrato de remodelación de la Sede de Guápiles, de conformidad con los numeral 12 de la Ley de Contratación Administrativa 198, 200 y 201 del Reglamento a la Ley. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección Ejecutiva. Dirección de Finanzas e Inversiones. Proveeduría. Departamento Legal. 
8.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que se llevó exitosamente las “Primeras Jornadas sobre el Procedimiento Especial de Flagrancia”, se contó con un promedio de 300 personas quienes se mostraron satisfechos por la actividad. Reconoce el esfuerzo del personal del Colegio que trabajó en la organización del evento. 
El Dr. Gary Amador Badilla, destaca que efectivamente fueron exitosas y se realizó un buen trabajo por parte del personal, por lo que solicita enviarles un agradecimiento y felicitación. 
SE ACUERDA 2012-30-033 Tomando en cuenta que se llevó a cabo exitosamente las “Primeras Jornadas sobre el Procedimiento Especial de Flagrancia”,  donde se contó con un promedio de 300 personas quienes se mostraron muy satisfechos por la actividad, se extiende un cordial agradecimiento y felicitación al personal del Colegio encargado de la organización del evento, ya que su apoyo fue de vital  importancia para el  desarrollo exitoso de las Jornadas. Nueve votos. Responsable: Secretaría-Comunicar. 
8.3 El MSc. Juan Carlos Brenes Vargas, informa que la semana pasada se reunión con la Dra. Roxana Sánchez Boza y la Licda. Rocío Leiva Trejos, para el análisis de las propuestas de reformas a las normas deontológicas del Colegio, por lo que insta a la Junta Directiva para realizar sus recomendaciones.  
ARTICULO 9) ASUNTOS BREVES  DE FISCALÍA.
9.1.- ASUNTOS BREVES:

9.1.1.- Expediente Nº: 678-11 (1). Denunciado: Lic. Nelson Jiménez Benavides. Denunciante: Aracelly Rojas.
SE ACUERDA 2012-30-034 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. 
9.1.2.- Expediente Nº: 127-11 (1). Denunciado: Lic.  Juan Carlos Jurado Solórzano. Denunciante: De oficio (Tribunal de Puntarenas).
SE ACUERDA 2012-30-035 Declarar la caducidad del proceso y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.3.- Expediente Nº: 083-12 (1). Denunciado: Lic. Antonio Guerra Oporta. Denunciante: De oficio (Ministerio de Salud). 
SE ACUERDA 2012-30-036 Ordenar el archivo del expediente y agregarle al expediente 261-12 los folios 1 al 4 del presente expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.4.- Expediente Nº: 654-10 (2). Denunciado: Lic. Carlos Rodríguez Rescia. Denunciante: Roxana María Largaespada Aguirre. 
SE ACUERDA 2012-30-037 Suspender el procedimiento por prejudicialidad quedando a la espera de lo que se resuelva en sede penal. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. El MSC. Juan Carlos Brenes Vargas, se encontraba fuera en el momento de la votación.  
9.1.5.- Expediente Nº: 198-12 (3). Denunciado: Lic. Gerardo Jesús Zúñiga Esquivel. Denunciante: Vilma Campos Monge. 
SE ACUERDA 2012-30-038 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.6.- Expediente Nº: 361-12 (3). Denunciado: Lic. Evelio Pacheco Barahona. Denunciante: De oficio (Ministerio de Seguridad Pública). 
SE ACUERDA 2012-30-039 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.7.- Expediente Nº: 069-12 (3). Denunciados: Lic. Zaida Rojas Cortes, Lic. Bernal Vega Maroto y Lic. Arturo Vargas Fournier. Denunciante: Erik Verschueren. 
SE ACUERDA 2012-30-040 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.8.- Expediente Nº: 474-12 (3). Denunciado: Lic. Sergio Gamboa Vargas. Denunciante: Norma Orozco Mayorga. 
SE ACUERDA 2012-30-041 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.9.- Expediente Nº: 623-10 (3). Denunciada: Licda. Rose Mary Madden Arias. Denunciante: Marlenne Patricia Noguera Ruíz. 
SE ACUERDA 2012-30-042 Declarar la caducidad del procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.10.- Expediente Nº: 645-09. (4). Denunciada: Licda. Dioney Barrett Brayan. De oficio (Juzgado Penal, Juvenil y de Familia Primer Circuito Judicial, Zona Atlántica).
SE ACUERDA 2012-30-043 Dar por cumplido el beneficio de ejecución condicional otorgado a la licenciada Dioney Barrett Brayan, ordenar el archivo del expediente, dejar sin efecto la sanción impuesta y ordenar la inscripción en el registro. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.11.- Expediente N°: 749-11 (4). Denunciada: Licda. Mayra Rojas Guzmán. Denunciante: Registro Nacional. Conflicto de competencia. 
SE ACUERDA 2012-30-044 Declarar la incompetencia en razón de la materia y presentar ante la Sala Primera el conflicto de competencia. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.12.- Expediente N°: 191-12 (4). Denunciado: Licda. Mayra Rojas Guzmán. Denunciante: Registro Nacional. Conflicto de competencia. 
SE ACUERDA 2012-30-045 Declarar la incompetencia en razón de la materia y presentar ante la Sala Primera el conflicto de competencia. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.13.- Expediente N°: 636-11 (4). Denunciada: Lic. Elsa María Loaiza Delgado. De oficio (Registro Inmobiliario, Registro Nacional). 
SE ACUERDA 2012-30-046 Declarar la incompetencia en razón de la materia y presentar ante la Sala Primera el conflicto de competencia. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.14.- Expediente N°: 396-12 (4). Denunciado: Lic. Roberto Bonilla Cruz. Denunciantes: Olga Céspedes Rodríguez y otros. 
SE ACUERDA 2012-30-047 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. El Lic. Álvaro Sánchez González, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
9.1.15.- Expediente Nº: 158-11. (4) Denunciado: Lic. Allen White Northon. Denunciante: Víctor Hugo Brenes Mejías. 
SE ACUERDA 2012-30-048 Acoger el desistimiento y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.16.- Expediente N°: 326-12 (4). Denunciado: Lic. José Aníbal Cascante Soto. Denunciante: María Johanna Josepha Wielick. 
SE ACUERDA 2012-30-049 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.17.- Expediente Nº: 558-09 (5). Denunciada: Licda. Karina Alvarado Ugalde. Denunciante: Violeta Miranda Brenes. 
SE ACUERDA 2012-30-050 Ordenar el archivo del expediente y el giro de dinero a favor de la denunciante por ¢258,000 colones, ya sea mediante cheque o mediante transferencia electrónica, a escogencia de la denunciante, cumpliendo con lo detallado en el considerando segundo de la resolución. En caso de no indicar la denunciante medio escogido, o de indicarse información incompleta o errónea en el caso de transferencia electrónica, el giro se hará mediante cheque a favor de la denunciante. En todos los casos el giro se hará siguiendo el procedimiento interno y estará éste a cargo de la Fiscalía, la cual queda debidamente autorizada al efecto. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.18.- Expediente Nº: 022-09 (5). Denunciado: Lic. Francisco Javier Hernández Quirós. Denunciante: Ana Teresa Salvado Sánchez. 
SE ACUERDA 2012-30-051 En aplicación de la prevención hecha en el acto final, imponer al Lic. Francisco Javier Hernández Quirós la sanción disciplinaria de siete meses de suspensión. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.19.- Expediente Nº: 389-10 (5). Denunciado: Lic. Roberto Ulate González. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso Administrativo). 
SE ACUERDA 2012-30-052 Declarar la caducidad del procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.20.- Expediente Nº: 434-11 (5). Denunciado: Lic. Mauricio Alvarado Delgadillo. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Golfito). 
SE ACUERDA 2012-30-053 Declarar la caducidad del procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.21.- Expediente Nº: 661-09 (6). Denunciados: Lic. Álvaro Masís Montero. Denunciante: Catherine Whitehouse. 
SE ACUERDA 2012-30-054 Homologar el acuerdo conciliatorio y archivar el expediente. Procédase de forma inmediata a realizar la transferencia de la suma de ¢6.121.200, que se encuentran depositados en la cuenta del Colegio de Abogados, a favor de la señora Catherine Whitehouse, en la cuenta SINPE del Banco de Costa Rica, Número 15201001025796184. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.22.- Expediente Nº: 007-10 (6). Denunciados: Lic. Douglas Wilfredo Henríquez Flores y Lic. Claudio Hernández Guerrero. Denunciante: Licda. María Lourdes Delgado Jiménez.
SE ACUERDA 2012-30-055 Concederle al licenciado Claudio Hernández Guerrero, el beneficio de ejecución condicional de la sanción de tres meses de suspensión impuesta. Debe cumplir el beneficiado al menos cuarenta y ocho horas de labor social en la Defensoría Social de Goicoechea, el cual deberá iniciar su beneficio en el término no mayor a un mes calendario, posterior a la notificación de este acuerdo, y hacer del conocimiento de la Fiscalía del Colegio de Abogados para su debido registro, caso contrario de proceder conforme lo establecido en el párrafo segundo del artículo 8, relacionado con los numerales 15 al 17 del Reglamento citado. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.23.- Expediente Nº: 270-12 (6). Denunciado: Lic. Manuel Gerardo Briceño López. Denunciante: Darling Thomas Hernández. 
SE ACUERDA 2012-30-056 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.24.- Expediente Nº: 300-12 (6). Denunciado: Lic. Carlos Alberto Montero Barrantes. Denunciante: Hugo Edward Ribadeneira. 
SE ACUERDA 2012-30-057 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.25.- Expediente Nº: 310-12 (6). Denunciado: Licda. Ana del Carmen Morales Mora, Denunciante: De oficio (Ministerio de Seguridad Pública, Policía de Río Claro). 
SE ACUERDA 2012-30-058 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.26.- Expediente N°: 315-12 (6). Denunciado: Lic. Sigifredo Brenes Dittel. Denunciante: Edgar Bolaños Morales. 
SE ACUERDA 2012-30-059 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.27.- Expediente N°: 320-12 (6). Denunciado: Lic. Carlos Eduardo Guevara Torres. Denunciante: José Luis González Molina. 
SE ACUERDA 2012-30-060 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.28.- Expediente N°: 329-12 (6). Denunciado: Lic. Enrique Sandoval Núñez. Denunciante: Migda Marta Marchena Mora. 
SE ACUERDA 2012-30-061 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.29.- Expediente Nº: 374-12 (6). Denunciada: Licda. Jenny García Díaz. Denunciantes: Rafael Valerín Bustos y otro. 
SE ACUERDA 2012-30-062 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.30. Expediente Nº: 437-12 (6). Denunciado: Lic. Guiselle Molina Subiros, Denunciante: De oficio (Junta Administrativa del Colegio de Abogados). 
SE ACUERDA 2012-30-063 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

9.2.1.- Expediente Nº: 251-12 (2). Denunciado: Lic. Gerardo Machado Ramírez. Denunciante: Rafael Ángel Fuentes Rodríguez. 

SE ACUERDA 2012-30-064 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.2.- Expediente Nº: 016-12 (2). Denunciado: Lic. Ralph Charpentier Delgado. Denunciante: Roberto Luis Marchena Marchena. 

SE ACUERDA 2012-30-065 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.3.- Expediente Nº: 147-12 (3). Denunciado: Lic. Helberto Moreira González. Denunciante: Carlos Manuel Calderón Solano (Agrícola SOLYGOM, S.A.) 

SE ACUERDA 2012-30-066 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. El MSc. Juan Carlos Brenes Vargas, se encontraba fuera en el momento de la votación..
9.2.4.- Expediente Nº: 303-12 (3). Denunciado: Lic. Luis Enrique Alpízar Mora. Denunciante: Carlos Carballo Leiva. 

SE ACUERDA 2012-30-067 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.5.- Expediente N°: 751-10 (5). Denunciado: Lic. Jorge Luis Bonilla Marín. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Grecia). 

SE ACUERDA 2012-30-068 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.6.- Expediente N°: 484-11 (5). Denunciada: Licda. Yelba Mairena Bermúdez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Grecia). 
SE ACUERDA 2012-30-069 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.7.- Expediente N°: 437-11 (5). Denunciado: Lic. Leonardo Díaz Rivel. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Puntarenas). 
SE ACUERDA 2012-30-070 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.8.- Expediente N°: 630-11 (5). Denunciado: Lic. Alexis Cervantes Barrantes. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 

SE ACUERDA 2012-30-071 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.9.- Expediente N°: 580-11 (5). Denunciado: Lic. Carlos Manuel Soto Quirós. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de Heredia). 

SE ACUERDA 2012-30-072 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.10.- Expediente N°: 649-11 (5). Denunciados: Lic. Jorge Luis Calderón Fernández y Lic. Luis Eduardo Venegas Mora. Denunciante: De oficio (Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón). 
SE ACUERDA 2012-30-073 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.11.- Expediente N°: 682-11 (5). Denunciado: Lic. Sigifredo Delgado Mora. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de San Joaquín). 
SE ACUERDA 2012-30-074 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.12.- Expediente N°: 140-12 (5). Denunciada: Licda. Marjorie Moscoso Solís. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Desamparados). 

SE ACUERDA 2012-30-075 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.13.- Expediente N°: 155-12 (5). Denunciado: Lic. César Fonseca Sequeira. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de Puntarenas). 

SE ACUERDA 2012-30-076 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.14.- Expediente N°: 050-12 (5). Denunciado: Lic. Francisco Arturo Ugalde García. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de Juicio de Pérez Zeledón). 

SE ACUERDA 2012-30-077 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.15.- Expediente N°: 259-12 (5). Denunciado: Lic. Javier Enrique Castillo Castro. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-30-078 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.16.- Expediente N°: 290-12 (5). Denunciados: Lic. Roberto Alonso Bonilla Cruz y Licda. Rita María Calvo Sánchez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela). 

SE ACUERDA 2012-30-079 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. El Lic. Álvaro Sánchez González, se encontraba fuera en el momento de la votación. . 
9.2.17.- Expediente N°: 420-12 (5). Denunciado: Lic. José Luis Cerdas Sánchez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Cartago). 

SE ACUERDA 2012-30-080 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.18.- Expediente N°: 190-12 (5). Denunciado: Lic. Gerardo Antonio Soto Rodríguez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Nicoya). 

SE ACUERDA 2012-30-081 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.19.- Expediente N°: 192-12 (5). Denunciado: Lic. Pablo Rodríguez Solano. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Grecia). 

SE ACUERDA 2012-30-082 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.20.- Expediente N°: 196-12 (5). Denunciada: Licda. Engie Marín Pandolfi. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-30-083 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.21.- Expediente N°: 200-12 (5). Denunciada: Licda. Nuria Matarrita Martínez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de La Unión). 

SE ACUERDA 2012-30-084 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.22.- Expediente N°: 290-12 (5). Denunciada: Licda. Yosandra Apu Rojas. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Santa Cruz). 

SE ACUERDA 2012-30-085 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. El MSc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
9.2.23.- Expediente N°: 226-12 (5). Denunciado: Lic. Alejandro Villallobos Hernández. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Cartago). 

SE ACUERDA 2012-30-086 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.24.- Expediente N°: 233-12 (5). Denunciado: Lic. Ronald Gerardo Chavarría Escamilla. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-30-087 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.25.- Expediente Nº: 363-12 (6). Denunciado: Lic. Luis Alexander Rojas Fallas. Denunciante: Lorena María Morales Pérez. 

SE ACUERDA 2012-30-088 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.26.- Expediente N°: 401-12 (6). Denunciado: Lic. Guillermo Angulo Álvarez. Denunciante: Lic. Randy Gordon Cruickshank. 

SE ACUERDA 2012-30-089 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veinte horas con tres minutos se da por finalizada la sesión. 
     Dr. Gary Amador Badilla     
                               Lic. Álvaro Sánchez González
                Presidente                                                                      Prosecretario[image: image3.png]
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